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León, Guanajuato, a 07 siete de junio del año 2016 dos mil dieciséis. . .  . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 361/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del TESORERO MUNICIPAL, DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS, DIRECTOR DE IMPUESTOS INMOBILIARIOS, PERITO FISCAL … y COORDINADOR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE IMPUESTOS INMOBILIARIOS …, todos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

TERCERO.- Que haciendo un estudio integral de la demanda y sus anexos, se determina que la parte actora impugna dos actos fiscales; el avalúo urbano… y el cobro del impuesto sobre traslación de dominio del referido inmueble, y, la existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con la constancias que obran  en el sumario. . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Este Órgano de Control de Legalidad de oficio advierte y determina que respecto el avalúo urbano…, practicado al inmueble…, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que este  acto impugnado no afectan el interés  jurídico de la parte actora, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que el artículo 243, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares; en este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone que el interesado es quien tiene un interés jurídico; mientras que el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico. Conforme a estos artículos, para la procedencia del Juicio de Nulidad, es requisito sine qua non que el promovente, cuente con interés jurídico y que acredite que el acto o resolución combatida afecta de modo cierto e inmediato su esfera de derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, el artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, contempla las causas de improcedencia del proceso administrativo y en su fracción I se prevé la no afectación del interés jurídico de la parte actora, numeral que en lo conducente dispone: “Artículo 261.- El proceso administrativo es improcedente contra actos o resoluciones: I.- Que no afecten los intereses jurídicos del actor;”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este orden de ideas, el avaluó combatido, no constituyen un acto que por sí solo cause perjuicio en la esfera jurídica de la parte justiciable, lo anterior es así, en razón de que a pesar de que está vinculado con uno de los elementos del impuesto de traslación de dominio, como lo es la base, no afecta el interés jurídico de la persona moral actora, toda vez que los supuestos vicios en el procedimiento de valuación, no son los que inciden en la esfera de derechos de la impetrante, sino lo que, en un dado caso, le pudiese originar un daño de naturaleza jurídica es el cálculo o determinación de la contribución al apoyarse en el último valor fiscal registrado, pero en la especie el avalúo como acto fiscal no le produce ninguna afectación real y actual sobre sus derechos; motivo por el cual este Órgano de Control de Legalidad se abstiene de entrar al estudio de fondo sobre esta cuestión, por tanto, se actualiza la caudal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, es de sobreseerse el proceso administrativo únicamente respecto del avalúo impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades en su escrito de contestación de demanda, oponen las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que los actos impugnados reúne los requisitos de existencia y validez de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución fiscal combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción derivada de la prescripción, en virtud de que el plazo para impugnar el avalúo…, ya precluyó, porque …, se le notificó a la parte actora el referido avalúo y ya transcurrió el plazo que establece el artículo 263 del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; al respecto se enfatiza que conforme a la técnica jurídica del proceso administrativo, no es posible analizar la prescripción de la acción, sino que su estudio debe de abordarse desde la perspectiva de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del mismo Ordenamiento, por consentimiento tácito del acto impugnado. Resulta innecesario entrar al estudio de esta causal de improcedencia, en virtud de que en cuanto al avalúo fiscal…, en párrafos anteriores se dijo que era procedente el sobreseimientos del proceso respecto a este acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción de falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar los actos combatidos que nos ocupan, toda vez que se encuentran dirigidos hacia la parte actora y ésta como destinataria de los mismos está en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción Nom Mutati Libeli, para el efecto de que desahogada la etapa de contestación a la demanda, no sean consideradas las modificaciones o ampliaciones de demanda, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Ante la configuración de la anterior causal de improcedencia y estimando que de las constancias que integran este expediente se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, además ante la improcedencia de las  excepciones y defensas, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . 
QUINTO.-  Que  la parte  actora en el cuarto concepto de  impugnación de la 
demanda alega en lo esencial que las autoridades responsables violan en perjuicio de su representada el artículo 180 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el cual refiere a la base gravable del impuesto de traslación de dominio [transcribe el párrafo primero del precepto jurídico]; que las responsables toman como base del impuesto de traslación de dominio el valor fiscal …, que arrojó el supuesto avalúo fiscal …, debiendo haber tomado como base gravable el valor de operación…, por ser el valor más alto de acuerdo a lo que establece el citado artículo 180; y solicita que se declare y ordene a las autoridades demandadas la devolución del pago de lo indebido, generado por el pago de un impuesto superior al que debió haber cubierto por el traslado de dominio del inmueble referido y los accesorios legales que procedan. Por su parte, el Tesorero Municipal y el Director General de Ingresos en la contestación de demanda aducen en lo toral que se tomó como base gravable el valor fiscal registrado…, lo anterior en términos del artículo 180 de la citada Ley de Hacienda para los Municipios. . . . . 
Concepto de impugnación que resulta INFUNDADO, en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que la parte actora expresa que el artículo 180, primer párrafo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 180.- La base de este impuesto será el valor más alto entre el fiscal registrado, en su caso, el de operación y el pericial realizado por peritos fiscales autorizados por la Tesorería Municipal correspondiente con antigüedad no mayor de seis meses.
…”
Sin  embargo,  es el  caso que a la  parte actora no le es aplicable el artículo 
180 de la citada Ley de Hacienda para los Municipios, invocado como violado, toda vez que ese numeral estuvo vigente hasta el día 27 veintisiete de diciembre del año 2010 dos mil diez, ya que su texto se modificó mediante la reforma publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, número 205 doscientos cinco, segunda parte, de fecha 24 veinticuatro de diciembre del año 2010 dos mil diez, numeral que actualmente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 180. La base de este impuesto será el valor más alto entre el fiscal registrado, en su caso, el de operación y el pericial realizado por peritos fiscales autorizados por la Tesorería Municipal correspondiente o por valuadores y unidades de valuación certificados, con antigüedad no mayor a un año.

…”
En segundo lugar, cabe precisar que de la demanda se colige que la parte actora se duele de que se viola este artículo en su perjuicio, en virtud de que se tomó como base gravable del impuesto sobre traslación de dominio, el valor fiscal…, a pesar de sus vicios técnicos y legales, cuando debió aplicarse el valor de operación…, por ser el valor más alto de acuerdo a lo que establece el citado artículo 180. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así tenemos, que atendiendo a las características del caso particular, no le asiste la razón a la persona moral justiciable, en virtud de que si bien es cierto que el avalúo …, fijo el valor fiscal registrado … tiene vicios en el procedimiento de valuación, también es verdad que dicho avalúo sigue subsistiendo como la base del impuesto sobre traslación de dominio, toda vez que ese avalúo en la fecha del pago de dicha contribución, jurídicamente ya era un acto fiscal válido y eficaz, porque se encuentra revestido de ejecutividad; sobre el particular se precisa que la ejecutividad del acto consiste en la cualidad de producir sus efectos jurídicos sin necesidad de una declaración posterior, aun en contra de la voluntad del destinatario; bajo esta premisa el avalúo que nos ocupa produjo sus efectos y consecuencias jurídicas frente a su destinatario, es decir, ante el vendedor del referido inmueble, ya que en la cláusula tercera del contrato de compraventa que consta en la Escritura Pública …, se expresa que el inmueble enajenado pasa a la sociedad compradora al corriente en el pago de todo impuesto, de donde se desprende que conforme al último valor fiscal registrado se realizaron otros actos, como el pago del impuesto predial para el año 2013 dos mil trece. . . . . . . .  . . . . . . . 
De esta manera, tiene eficacia el último valor fiscal registrado…, por ser de fecha cierta y anterior a la determinación del impuesto sobre traslación de dominio, por ende, en esta sentencia existe imposibilidad jurídica para declarar la nulidad de la pluricitada contribución por los supuestos vicios el procedimiento de valuación, puesto que el avalúo se dio antes de que la persona moral actora adquiriera el carácter de sujeto pasivo del impuesto sobre traslación de dominio. De esta forma, de llegar a declarar la ilegalidad de la base gravable del tributo impugnado por las razones que expone la justiciable, uno de los efectos del fallo sería restituir a la parte actora en el goce de un derecho violado, y esto implicaría dejar de aplicar un avalúo revestido de validez y eficacia jurídica, a pesar de que se trata de un acto fiscal conocido y cumplido por su destinario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . 
Por último, no se omite precisar que, cuando el acto o contrato a través del cual se adquiere la propiedad de un inmueble o de un derecho real, se hace constar en escritura pública, los Notarios Públicos lo calcularán bajo su responsabilidad y mediante declaraciones lo enterarán en la Tesorería Municipal, dentro del plazo de 30 treinta días siguientes, contados a partir de la fecha del otorgamiento del contrato respectivo, conforme a lo estipulado por los artículos 184 y 185 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de ahí resulta que, de acuerdo a lo señalado por el artículo 180 del mismo Ordenamiento Jurídico, la base de este impuesto será el valor más alto entre el fiscal registrado, en su caso, el de operación y el pericial realizado por peritos fiscales autorizados por la Tesorería Municipal o por valuadores y unidades de valuación certificados, con antigüedad no mayor a un año; en ese sentido, el Notario Público …, elaboró y presentó la declaración para el pago del impuesto sobre traslación de dominio expresando: el valor fiscal registrado…; el valor de operación…; y, el valor de pericial o de avalúo …, con lo que se cumplió con las exigencias del citado numeral. . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tales condiciones, el argumento de la parte actora no supera el fundamento y los motivos que sirven de base para el cobro del impuesto sobre traslado de dominio, toda que no es correcta la apreciación que hace en este concepto de impugnación, por tal motivo, el acto impugnado no causa una afectación directa e inmediata en la esfera de derechos de la persona moral actora, en consecuencia, con fundamento en lo establecido en los artículos 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de reconocerse la total legalidad y validez del cobro del impuesto sobre traslación de dominio del inmueble. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298, 299 y 300, fracción I, del  Código de  Procedimiento y  Justicia  Administrativa para el  Estado y 
los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO del proceso respecto al avalúo urbano…, practicado …, por las razones esgrimidas en el considerando cuarto de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .. . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la TOTAL LEGALIDAD Y VALIDEZ del cobro del impuesto sobre traslación de dominio …; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, … el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 07 DE JUNIO DEL 2016, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 361/2013-JN.
